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Acta No. 191 de abril 18 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y el Ministerio Público, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Procuraduría General y la Defensoría del Pueblo con sede en Pasto, y la Alcaldía Municipal de Puerres (Nariño). 

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, impetra esta acción de tutela contra el despacho judicial en cita y el Ministerio Público, por la presunta violación de sus “garantías procesales”  y del derecho al debido proceso. 
Como consecuencia de ello, pide que se le ordene al Juzgado notificar al demandado en la acción popular 2015-01121, por medio de correo electrónico, e informarle a la comunidad por medio de una página web, o de la emisora de la Policía Nacional; además, que le aporte copia de la presente acción a la popular. Y al Ministerio Público, que pruebe “en que consiste su actuar a fin de garantizarme mis garantías procesales”.

Narra en su escrito que presentó la acción popular radicada al número 2015-1121, en la que el Juzgado incumple los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998 y los artículos 8 y 42 del CGP, pues se abstiene de dar impulso oficioso, notificar a la demandada e informar a la comunidad. 

Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de la Defensoría del Pueblo de Risaralda y de Pasto, la Procuraduría con sede en esa capital y la Alcaldía Municipal de Puerres (Nariño). 

El Juzgado envió las copias de la actuación y señaló que al actor le incumbe asumir ciertas cargas, como las de publicar el aviso a la comunidad y notificar al demandado del auto admisorio. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de lo que el accionante denomina “garantías procesales” y el derecho al debido proceso, bajo la premisa de que el Juzgado Tercero Civil del Circuito se abstiene de notificar a la demandada e informar a la comunidad de la iniciación de la acción popular 2015-1121. 
 



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegado en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos casos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia adicional; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
.
  



Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que el Juzgado accionado, con auto del 19 de mayo de 2015, admitió la referida acción popular, y tras disponer que se corriera traslado a la entidad demandada y que se avisara a la comunidad a través de un medio de amplia circulación en el lugar de vulneración los derechos colectivos, señaló que esta gestión correría por cuenta del accionante. 

   



A partir de allí, ninguna intervención se advierte por parte del señor Arias Idárraga, quien, sin duda, está llamado a cumplir mínimas cargas procesales en las acciones populares, como ha sido decantado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema, en vía constitucional, que sobre el particular ha dicho, por ejemplo, que: 

De otro lado, Arias Idárraga se duele del retraso en la prosecución del litigio, según indica, achacable al juzgado por no haber hecho sabedora a Audifarma S.A. y a la comunidad de su existencia. 

La Corporación tiene definido que incumbe al actor popular asumir las expensas que implique el pleito, entre ellas, las «publicaciones previstas en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998» y la notificación al demandado. 

No obstante, si el accionante no puede satisfacer esa obligación, le corresponde manifestárselo al juez cognoscente para que oficie a la Defensoría del Pueblo, o directamente a esa institución, como encargada del manejo del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, a fin de que se evalúe la posibilidad de financiación en los términos de los literales b y c del artículo 71 de la Ley 472 de 1998. 

Sobre ese específico punto, la Corte sostuvo 

Respecto de las publicaciones, se dispuso en la providencia de admisión de las acciones populares, que estas se hiciera en un medio escrito, uno de radiodifusión o de televisión, a costa del accionante con lo cual se cumple lo indicado en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, acorde con esta norma, se establece en los artículos 70 a 73 de la misma ley, la posibilidad de financiación por parte del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, de los gastos que demande la acción popular, para lo cual corresponde al interesado hacer la solicitud de financiación a la Defensoría del Pueblo, a cuyo cargo se encuentra dicho Fondo, quien debe determinar la procedencia y el monto de la financiación, de acuerdo con los criterios señalados en el artículo 73 citado, con derecho a reembolso si el demandado es condenado en costas. Es decir que no corresponde al Juzgado emitir la orden de financiación pretendida aquí por el accionante (CSJ STC, 6 dic. 2007, rad. 00121-01, reiterada 15 may. 2015, rad. STC5983-2015).

 


Y recientemente, atinente el mentado Fondo, expresó que 

  


En caso de estimar (…) que, como lo indicó en el presente ruego, su condición económica le impide costear los gastos derivados de la memorada comunicación, debe poner en conocimiento del juez esa circunstancia, para que aquél analice la viabilidad de solicitar al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos la financiación del decurso procesal (CSJ STC, 30 abr. 2015, rad. 2015-00067-01).

 


Además, atendiendo que el Código General del Proceso establece el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales, el actor cuenta con alternativas que no implican mayor erogación de su parte, es el caso de la práctica de la notificación personal a las personas jurídicas de derecho privado a través de la dirección electrónica registrada en la Cámara de Comercio con tal fin (artículo 291), incluso, dado que como medios masivos para el enteramiento de la comunidad pueden utilizarse la prensa, radio, televisión e  internet, tiene a su disposición una enorme gama de posibilidades que puede plantear al funcionario cognoscente en aras de su aprobación para el cumplimiento de tal requisito. 

 


4.3.- Entonces, como la dilación en el impulso de la litis es endilgable al interesado, quien pretende despojarse de la carga que el legislador le ha impuesto, no se concederá la salvaguarda, pues, hay circunstancias objetivas y plausibles que justifican ese proceder.

 



Desde esa órbita, la actuación no luce arbitraria, ni antojadiza, y por tanto, no precisa la injerencia de esta jurisdicción, ya que, «independientemente de que se comparta o no la hermenéutica de los juzgadores atacados, ello no descalifica su decisión, ni la convierte en caprichosa y con entidad suficiente para configurar una vía de hecho». (CSJ SCT, 18 mar. de 2010, exp. 00367-00, reiterado 12 mar. 2015, rad. STC2704-2015).
  


Al abordarse el tema de lo que compete al demandante en esa clase de controversias, se explicó 

  


Finalmente se destaca que lo atinente a los gastos que debe asumir el actor popular constituyen una carga que no contraría el principio de la gratuidad, referido a la posibilidad de acudir ante la administración de justicia, y por ende, salvo que se hubiera concedido el amparo de pobreza, el accionante deberá sufragar los costos que demande el proceso. Asimismo, se resalta que los gastos de enteramiento al demandado y de las publicaciones, contrario a lo referido por el actor, no forman parte del arancel judicial (Ley 1394), y por consiguiente no puede inferirse que a él se le esté cobrando dicha erogación (CSJ STC, 3 mar 2011, rad. 2011-00029-01, reiterado el 15 may. 2015, rad STC5983-2015)
.
  



A esto se suma, de manera relevante, que el Juzgado ordenó el aviso a la comunidad por un medio de amplia circulación en el lugar de vulneración de los derechos, disposición de tal amplitud que le permite al demandante acudir a cualquiera que sea, con tal de que se asegure que tenga amplia difusión y que con ello se pueda enterar a la colectividad. Y sobre este punto, ningún reparo hizo en su momento, es decir, cuando se profirió el auto del 19 de mayo del 2015, ni con posterioridad le ha solicitado a la funcionaria que proceda de manera diferente a esa. 
   



Otro tanto ocurre con la notificación a la entidad demandada, pues, pudiendo hacerlo de manera sencilla y directa, con el nuevo estatuto procesal, ninguna gestión ha realizado, y tampoco ha reclamado del juzgado que lo haga. 

  



De esa pasiva conducta emerge la improcedibilidad de este amparo, porque, de acuerdo con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

No puede olvidarse que esta acción es, por su naturaleza, residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas; mas lo que ocurre en esta ocasión es que el interesado ha dejado pasar el tiempo sin cumplir aquellas mínimas cargas a que se ha aludido, y sin manifestarle al juzgado su imposibilidad de hacerlo para que las asuma. 

   



Sobra decir que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha probado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, también constitucional. 

                               

Se declarará, en consecuencia, la improcedencia señalada, la que también se advierte respecto de las demás pretensiones. En efecto, sobre la información que le reclama al agente del Ministerio Público, no se arrimó prueba alguna que demuestre que a ese órgano de control se le haya elevado petición en ese sentido que hubiera sido negada. Es decir, que ha omitido ventilar la situación frente al órgano de control, antes de acudir a esta especial vía.  




Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y el Ministerio Público, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Procuraduría General y la Defensoría del Pueblo con sede en Pasto, y la Alcaldía Municipal de Puerres (Nariño).
Se absuelve a las demás entidades involucradas. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
� Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014 


�Sentencia STC8413-2015, del 2 de julio de 2015, radicado 2015-00178-01, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez.
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